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			Introducción






			Hay un axioma que se suele repetir, de manera recurrente, cuando se habla de Oriente Medio que dice que las guerras se saben cómo empiezan, pero no cómo acaban. En una región que se caracteriza por ser una de las más inestables del mundo, los ataques del 7 de octubre de 2023 (en adelante 7-O) contra territorio israelí fueron percibidos con una sensación de cambio de ciclo que el posterior asalto militar israelí contra la Franja de Gaza no hizo más que confirmar.


			La operación Inundación de Al-Aqsa, que se saldó con el asesinato de 1.139 personas (766 civiles y 373 militares) y el secuestro de otros 254, marca un antes y un después en el conflicto palestino-israelí, cuyas implicaciones a largo alcance todavía están por vislumbrarse. No en vano, el primer ministro Benjamin Netanyahu considera que Israel está librando su “segunda guerra de la independencia”, lo que deja nítidamente claro su intención de aprovechar la actual coyuntura no solo para destruir a Hamás, sino también para imponer la soberanía israelí al conjunto del Eretz Israel, el territorio que se extiende entre el río Jordán y el mar Mediterráneo, en coherencia con el ideario del gobernante Likud y de sus aliados de coalición.


			El nivel de violencia empleado por Israel desde el 7-O no es, en absoluto, comparable con el registrado en las cinco agresiones (2006, 2008-2009, 2012, 2014 y 2021) desarrolladas desde la entrada en el siglo XXI, todas con el supuesto objetivo de destruir a Hamás. Desde entonces, la Franja de Gaza sufre una verdadera guerra de destrucción que ha provocado, en sus primeros seis meses, 33.000 muertes y 75.000 heridos entre la población palestina, al menos un 70 por ciento de ellos mujeres y niños. La vida de los 2,3 millones de gazatíes pende de un hilo, puesto que la ocupación israelí está empleando el hambre y la sed como armas de guerra impidiendo la entrada de ayuda humanitaria, todo ello ante la absoluta indiferencia de la comunidad internacional.


			En la escena israelí no faltan las voces que abogan abiertamente por una segunda Nakba (en árabe, catástrofe), la limpieza étnica que se desarrolló entre 1947 y 1948 y que culminó con la destrucción de Palestina y la expulsión de, al menos, 750.000 de sus habitantes de sus hogares. Avi Dichter, exjefe de los servicios de inteligencia Shin Bet y actual ministro de Agricultura en el Gobierno de Netanyahu, el más extremista que ha tenido Israel en toda su historia, no ha tenido ningún reparo en anunciar, alto y claro, cuál es el objetivo final de la actual ofensiva: “Estamos desplegando la Nakba en Gaza: Gaza Nakba 2023. Así es como terminará”. Isaac Kroizer, diputado del supremacista Poder Judío, fue aún más claro al afirmar: “La Franja de Gaza debe ser borrada del mapa para enviar un mensaje claro a nuestros enemigos”. Estas afirmaciones son un buen termómetro que refleja el estado de opinión de buena parte de la sociedad israelí, que considera que su ejército debería ser todavía más contundente en su campaña contra la Franja de Gaza.


			La respuesta israelí a los ataques coordinados por Hamás ha rebasado deliberadamente todas las proporciones y sujeciones normativas internacionales, con una evidente violación del derecho internacional humanitario y, en particular, del IV Convenio de Ginebra de 1949 y sus protocolos adicionales, relativo a la protección de las personas civiles en tiempos de guerra. Su particular ensañamiento con la población civil palestina no es nuevo, ni tiene otra explicación que la sed de venganza, con la previa responsabilización y deshumanización de la población gazatí por parte de los responsables políticos y gubernamentales israelíes. El presidente de Israel, Isaac Herzog, consideró que “hay una nación entera que es responsable”, y su ministro de Defensa, Yoav Galant, definió a los palestinos como “animales humanos”. Estas declaraciones entroncan con la tradicional narrativa del colonizador sobre el colonizado, definido de manera inferior e infrahumana, y al que, mediante castigos colectivos extendidos al conjunto de la población civil, se hace pagar por las acciones de los movimientos de resistencia y las rebeliones anticoloniales.


			Las acciones violentas de Hamás y los grupos afines fueron tachadas como terroristas y como crímenes de guerra, pero en ningún caso pueden justificar la posterior reacción israelí, que ha comportado la comisión de múltiples crímenes de guerra, de lesa humanidad y, posiblemente, también de genocidio. Por si quedara algún resquicio de duda respecto a sus bombardeos masivos e indiscriminados sobre civiles en un área tan densamente poblada como la Franja de Gaza, el sometimiento intencionado de la población civil a la hambruna y la enfermedad despeja cualquier sombra sobre las verdaderas intenciones de Israel que podrían llegar a constituir, tal y como ha constatado la Corte Internacional de Justicia, un acto de genocidio.


			Además de restituir su imagen de invulnerabilidad y su poder disuasorio con una exhibición de fuerza desproporcionada, todo indica que el actual Gobierno israelí, el más ultranacionalista, supremacista y colonialista en la historia de Israel, apuesta por llevar a cabo una obra de ingeniería demográfica con el desplazamiento forzado de la población palestina de partes significativas de Gaza en una clara operación de limpieza étnica. Aunque por el momento dicha ofensiva se desarrolla en la Franja de Gaza, lo cierto es que tendrá un indudable impacto en Cisjordania, al señalar la suerte que pueden correr sus 3,25 millones de habitantes si no aceptan vivir confinados y doblegados en sus respectivas ciudades y aldeas, donde se concentra más del 90 por ciento de su población.


			Esta sucesión de pequeños guetos y bantustanes, vigilados de manera permanente e incursionados periódicamente por el ejército de ocupación israelí, se articula a modo de un archipiélago de islotes, separados unos de otros, en medio de un mar colonial integrado por bloques de asentamientos, carreteras de circunvalación, áreas militares, muros de hormigón, vallas eléctricas y numerosos puestos de control israelíes, donde residen, en la actualidad, 800.000 colonos israelíes. Si hasta ahora Israel aplicaba en los territorios palestinos ocupados el modelo de una cárcel al aire libre con dos vertientes, la de alta seguridad en Gaza y la de cierta autonomía en Cisjordania, con el fin de ese patrón en la Franja es muy probable que Israel cambie de paradigma con la exploración de otro prototipo, todavía incierto e imprevisible, para el resto de los territorios ocupados.


			En este mismo sentido, no deberían perderse de vista las repercusiones regionales, dada la manifiesta volatilidad de Oriente Medio, con sus respectivos vasos comunicantes entre sus diferentes actores y con crisis todavía abiertas o solo cerradas en falso. El temor a la propagación de la crisis de Gaza al conjunto de la región ha sido una de las principales preocupaciones de las cancillerías occidentales y, también, de los actores locales. Si bien el intercambio de fuego entre Hezbolá e Israel se mantiene por debajo del umbral de una guerra, nada garantiza que no pueda desencadenar una confrontación a gran escala en los próximos meses. Tras el ataque contra el consulado iraní en Damasco el 1 de abril de 2024, el régimen iraní decidió lanzar un mensaje claro al Gobierno de Netanyahu por medio del lanzamiento masivo de drones y misiles sobre territorio israelí, lo que elevó el riesgo de un choque frontal entre ambos países.


			Si algo ha quedado claro desde el 7-O es la indiferencia de la comunidad internacional ante el descenso de la Franja de Gaza a los infiernos. A pesar del insoportable número de víctimas, Estados Unidos y la mayor parte de la Unión Europea han mantenido inquebrantable su respaldo incondicional hacia el Gobierno de Netanyahu, el más extremista de la historia de Israel. Esta connivencia de las principales potencias occidentales con Israel los convierte en corresponsables de sus crímenes de guerra y de lesa humanidad. Igualmente son cómplices en el genocidio en curso, tanto por la cobertura política, diplomática, militar, económica e, incluso, mediática que han otorgado a la agresión israelí como por no prevenirlo pudiendo hacerlo.


			En una época de transición en la estructura de poder del sistema internacional, las grandes potencias occidentales no pueden seguir arrogándose del papel de defensores de los valores democráticos y los derechos humanos, ya que permiten su conculcación allí cuando conviene. La matanza de Gaza ha puesto en evidencia al doble rasero de Estados Unidos y la Unión Europea en este sentido, ya que ambos condenaron tajantemente la invasión rusa de Ucrania y denunciaron su sistemática violación del derecho internacional y el derecho internacional humanitario imponiéndole sanciones draconianas. Todo lo contrario del trato que ha recibido Israel, al cual se le ha dado luz verde para destruir la Franja de Gaza y aniquilar a una parte significativa de su población. De ahí que todas las esperanzas se hayan depositado en el sur global con la demanda ejemplarizante de Sudáfrica ante la Corte Internacional de Justicia.


			Este libro es un texto de urgencia, escrito contra reloj, mientras siguen su curso los acontecimientos que aborda, sin que haya ninguna expectativa de que Israel vaya a poner fin a su ofensiva en el corto plazo. Tampoco dispone de la perspectiva histórica necesaria para retratar la situación en toda su complejidad y descifrar la nueva realidad que se está construyendo (y a un mismo tiempo destruyendo) en la Franja de Gaza. Es de temer que todavía tenga que transcurrir un tiempo considerable para poder realizar una lectura más completa y pormenorizada que nos permita comprender el momento histórico que atraviesa Oriente Medio.


			Conscientes de estas limitaciones, nos embarcamos en esta aventura asumiendo los costes derivados de las obvias deficiencias y provisionalidad de este desafío, pero también con el suficiente bagaje para esbozar una perspectiva histórica y política del clima que ha rodeado los ataques de Hamás el 7-O y la consiguiente campaña militar israelí. El objetivo de este trabajo no es el de explicar, una vez más, la prolongada controversia colonial entre Israel y el pueblo palestino, sino realizar una aproximación de urgencia sobre lo que estaba aconteciendo en Gaza desde el pasado mes de octubre, aportando una serie de claves domésticas, regionales e internacionales que nos permitan contextualizarlo.


			Con este cometido, consideramos pertinente abordar el contexto palestino bajo la ocupación israelí, junto con la emergencia a finales de 2022 del Gobierno israelí más ultraderechista, colonialista y supremacista en toda su historia, seguido, finalmente, por las diferentes reacciones registradas en el espacio regional e internacional. Esta estructura narrativa se refleja en la organización interna del texto, dividida en tres capítulos. El primero está dedicado a una apretada síntesis sobre la sociedad y política palestinas durante las últimas tres décadas, con especial énfasis en la situación de la Franja de Gaza, la emergencia de Hamás y la frustración generalizada ante el fracaso de los Acuerdos de Oslo, unido a la consiguiente decepción, división y, también, radicalización de algunos sectores sociales y políticos. El segundo esboza la evolución política e ideológica experimentada en la sociedad y Estado israelíes, con el auge de las opciones más populistas, extremistas y chovinistas que culmina, tras el 7-O, con el llamamiento a una nueva limpieza étnica o Nakba, tal y como ocurriera en el curso de la primera guerra árabe-israelí en 1948. Por último, el tercero recoge las distintas reacciones que se han producido en la sociedad internacional, desde las potencias occidentales, los Estados y movimientos regionales, los BRICS y el sur global además del conjunto de la sociedad civil transnacional o, igualmente, global.


			Por todo ello, este libro no se ha concebido como un texto cerrado, ya que no parece plausible establecer unas conclusiones más o menos definitivas mientras continúa la ofensiva contra Gaza. De momento, la única conclusión, con un amplio grado de aceptación, es que se asiste a un indudable cambio de ciclo en la historia de este prolongado conflicto colonial que alejará, si no enterrará por completo, la solución de los dos Estados. A pesar de algunas iniciativas aparentemente bienintencionadas por parte de Estados Unidos y la Unión Europea, centradas en retomar dicha opción, parece evidente que ambos actores carecen de la debida credibilidad a la luz de sus trayectorias y su alineamiento sin fisuras con Israel. Todo ello sin perder de vista los cambios políticos que se avecinan en Washington y Bruselas en los próximos meses, donde previsiblemente se formen nuevas administraciones y aproximaciones políticas más conservadoras y, por lo tanto, más proisraelíes si cabe.


			En un ejercicio de prospectiva, podría considerarse que la cuestión de Palestina se enfrenta a su mayor encrucijada en la historia contemporánea, que la sitúa en dos direcciones opuestas, con escasa cabida para una vía intermedia por el cambio drástico operado en el statu quo que existía hasta ahora en Gaza. Una, la optimista, estima que la actual crisis podría terminar siendo un revulsivo para intentar resolver este conflicto mediante el establecimiento de un mini-Estado palestino en los territorios ocupados por Israel en 1967, con ciertos arreglos e intercambios territoriales y dejando en el aire el tema de los refugiados y el sistema de discriminación que sufren los 1,7 millones de palestinos del 48 con ciudadanía israelí. Otra, la pesimista, piensa que la ocupación israelí permanecerá e, incluso, se endurecerá, con la adopción de medidas más severas, como la limpieza étnica de Gaza y como preludio de la que podría suceder en Cisjordania, sobre todo en un contexto de guerra regional que Israel parece buscar de manera desesperada.


			La posibilidad de que nos encaminemos a este último escenario ya había sido contemplada, de manera visionaria, por el historiador palestino Rashid Khalidi en su libro Palestina. Cien años de colonialismo y resistencia. Si bien el movimiento sionista (vertebrado luego en el Estado israelí) no logró suplantar por completo al pueblo autóctono de Palestina en un primer momento, esto no garantiza que no lo consiga en el futuro. En el balance de los enfrentamientos entre el colonialismo de asentamiento y las poblaciones autóctonas a lo largo del tiempo, el profesor de la Universidad de Columbia advierte tres posibles opciones: “La eliminación o el pleno sometimiento de la población autóctona, como en Norteamérica; la derrota y expulsión del colonizador, como en Argelia, un caso extremadamente raro; el abandono de la supremacía colonial en el contexto de la negociación y la reconciliación, como en Sudáfrica, Zimbabue e Irlanda” (2022: 365-366).


			Desde esta óptica, Israel podría intentar en el futuro inmediato la expulsión, parcial o total, de la población palestina de sus hogares al igual que en 1948 en un contexto regional donde, como en Irak y Siria, se han normalizado los desplazamientos forzados de población ante la indiferencia de la sociedad internacional. A pesar de que Khalidi advierte de ciertos elementos potencialmente disuasorios para que Israel no acometa esta acción, como la resistencia que opondría la población palestina a su expulsión o la posible presión internacional, lo visto en Gaza nos sitúa ante el peor de los escenarios.






			Madrid y La Laguna, 14 de abril de 2024









			Capítulo 1


			Gaza: la segunda Nakba palestina 


			El ataque del 7-O contra territorio israelí no puede entenderse en toda su complejidad sin aludir al contexto en el que tiene lugar y a una serie de factores históricos y estructurales. António Guterres, secretario general de la ONU, señaló el 24 de octubre de 2023:


			Es importante reconocer que los atentados de Hamás no se produjeron en el vacío. El pueblo palestino lleva 56 años sometido a una ocupación asfixiante. Ha visto cómo su tierra era devorada sin cesar por los asentamientos y asolada por la violencia; su economía, asfixiada; su población, desplazada y sus hogares, demolidos. Sus esperanzas de una solución política a su difícil situación se han ido desvaneciendo […], pero los agravios del pueblo palestino no pueden justificar los atroces ataques de Hamás y esos atroces ataques no pueden justificar el castigo colectivo del pueblo palestino.


			Por lo tanto, la masacre del 7-O no pueden explicarse sin aludir al bloqueo de la Franja de Gaza, la colonización de Cisjordania y la judaización de Jerusalén Este, intensificados tras las elecciones legislativas israelíes del 1 de noviembre de 2022 que permitieron el establecimiento del Gobierno más extremista en la historia de Israel: una alianza de grupos ultranacionalistas, ultraortodoxos y supremacistas comandados por el primer ministro Benjamin Netanyahu. Dichos comicios también constataron la práctica desaparición del denominado “campo de la paz” que abogaba por alcanzar una solución negociada con los palestinos y estaba integrado por el Partido Laborista y el Meretz, ya que solo los socialdemócratas consiguieron superar el umbral de 3,25 por ciento de votos que permite el acceso a la Knesset y apenas obtuvieron cuatro escaños de los 120 del Parlamento israelí.


			El Proceso de Oslo iniciado en 1993 colapsó en 2000 con el fracaso de las conversaciones en Camp David, el estallido de la intifada de Al-Aqsa y la elección de Ariel Sharon como primer ministro. Desde entonces, la situación de la población palestina no ha hecho más que deteriorarse y sus expectativas de conseguir el establecimiento de un Estado soberano y viable en los territorios palestinos ocupados por Israel en 1967 se han desvanecido casi por completo. La legitimidad de la Autoridad Palestina está fuertemente cuestionada, ya que apenas controla una tercera parte de Cisjordania que es sometida a frecuentes incursiones por parte del ejército israelí. La formación islamista Hamás, que se impuso en las elecciones legislativas en 2006, se ha visto sometida a un persistente boicot por parte de Israel, Estados Unidos y la Unión Europea, que la consideran una organización terrorista. La apuesta de la Autoridad Palestina por la vía diplomática para alcanzar un acuerdo no ha conseguido impulsar el proyecto nacional palestino, mientras que la vía armada propugnada por Hamás les dio el control de Gaza, pero también desencadenó periódicas operaciones militares israelíes que han colocado a la población de la Franja en una situación crítica.


			Mientras la Franja de Gaza está sometida a un bloqueo por tierra, mar y aire por parte de las fuerzas de ocupación israelíes desde 2007, Cisjordania sufre un régimen de apartheid, tal y como han denunciado organizaciones de derechos humanos como B’Tselem, Human Rights Watch y Amnistía Internacional, en el que los 800.000 colonos disfrutan de plenos derechos e imponen su ley sobre 3,25 millones de palestinos. La población palestina ha visto como su territorio se ha dividido en diferentes cantones aislados por una red de controles militares, carreteras de circunvalación, vallas de seguridad y asentamientos que imposibilitan la libertad de movimiento tanto de personas como de mercancías. En este contexto tuvo lugar el ataque del 7-O que representa mucho más que un punto de inflexión: un cambio radical en la relación entre Israel y los territorios ocupados tras el cual nada volverá a ser igual.


			El 7-O: nada volverá a ser igual


			El 7-O las Brigadas de Izz al-Din al-Qassam, el brazo armado de Hamás, junto con media docena de milicias palestinas entre las que se encontraba la Yihad Islámica, lanzaron por sorpresa la operación Inundación de Al-Aqsa. El ataque fue precedido por el lanzamiento de miles de cohetes que desbordaron el sistema antimisiles Cúpula de Hierro y se saldó con el asesinato de 1.139 personas y el secuestro de otras 254, la inmensa mayoría de nacionalidad israelí, aunque también 71 extranjeros (norteamericanos, franceses y asiáticos, sobre todo).


			Los principales objetivos fueron diversos cuarteles, varias ciudades, pequeños kibutz y un festival de música, donde los infiltrados, que habían accedido por más de 30 puntos al territorio israelí en vehículos y parapentes, abrieron fuego indiscriminado no solo contra militares, sino también contra civiles, asesinando a hombres, mujeres y niños en lo que constituye un claro crimen de guerra según el derecho internacional humanitario. Solo en el festival de Supernova murieron 364 personas y en los kibutz de Nir Oz, Beeri y Netiv HaAsara, otro centenar de civiles, en ocasiones como resultado del fuego cruzado.


			El plan original habría sido establecido por Yahya Sinwar, el líder de Hamás en la Franja de Gaza. Sinwar, que procedía del ala dura de su rama militar, había pasado dos décadas en las cárceles israelíes en cumplimiento de varias sentencias de muerte. El ataque se lanzó en plena festividad judía de Sucot y en el 50 aniversario de la guerra de Yom Kippur, cuando los ejércitos egipcio y sirio golpearon por sorpresa a Israel para tratar de recuperar el desierto del Sinaí y los altos del Golán que habían sido ocupados por Israel en la guerra de los Seis Días de 1967. Precisamente, el principal objetivo de Hamás habría sido capturar un elevado número de rehenes para después utilizarlos como moneda en un eventual intercambio de prisio­­neros palestinos. Esto fue lo que ocurrió con el secuestro del cabo Gilad Shalit en 2006, que sería intercambiado, cinco años más tarde, por un total de 1.027 prisioneros, entre ellos el propio Sinwar.


			La brutal matanza provocó un profundo impacto en la sociedad israelí y fue descrita como un hecho equiparable a los atentados del 11 de septiembre de 2001 contra las Torres Gemelas o, aún peor, como su propio Pearl Harbor, el ataque japonés contra la base naval estadounidense en Hawái llevado a cabo el 7 de diciembre de 1941, que propició la entrada de Estados Unidos en la Segunda Guerra Mundial. Las autoridades israelíes describieron la matanza como un claro acto de antisemitismo y como el atentado más mortífero sufrido por la comunidad judía desde el Holocausto. De lo que no cabe ninguna duda es que ha sido el peor ataque sufrido por Israel en sus 75 años de historia y que ha provocado un profundo trauma en una sociedad que consideraba que la seguridad de su territorio estaba fuera de toda duda, debido a la aplastante superioridad militar de las Fuerzas de Defensa de Israel (FDI), el ejército más poderoso de Oriente Medio y uno de los más potentes del mundo. De ahí que una de las principales prioridades de la ofensiva militar lanzada pocos días después contra Gaza fuera el restablecimiento de su capacidad de disuasión.


			Esta tragedia generó una oleada de solidaridad con Israel y fue seguida con gran consternación por la opinión pública internacional. Los grandes medios de comunicación interrumpieron su programación habitual y dedicaron múltiples programas a los ataques en los que se dio un especial protagonismo a las víctimas y donde prevaleció la narrativa israelí, incluida la de los portavoces gubernamentales y militares. Israel se convirtió también en parada obligada para los líderes internacionales que dieron un respaldo incondicional al Estado israelí y a su derecho de autodefensa. Esta actitud mostraba un evidente doble rasero y contrastaba abiertamente con la indiferencia mostrada ante los miles de víctimas palestinas provocadas por la ocupación israelí. Según datos de la Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios de la ONU, entre enero de 2000 y septiembre de 2023, un total de 11.299 palestinos resultaron muertos y otros 156.768 fueron heridos por el ejército o los colonos israelíes ante el mutismo de la comunidad internacional.


			El 7-O también representó un claro baño de realidad, ya que puso en evidencia que la perpetuación de la ocupación israelí de los territorios palestinos y la intensificación de la colonización, con la llegada de cientos de miles de colonos, no resultan gratuitas, justo lo contrario de lo defendido por el primer ministro Benjamin Netanyahu durante toda su carrera política. Como señala el periodista israelí Aluf Benn en un artículo publicado en marzo de 2024 por la revista Foreign Affairs con el esclarecedor título “La autodestrucción de Israel”:


			El trauma del 7-O ha obligado a los israelíes, una vez más, a darse cuenta de que el conflicto con los palestinos es fundamental para su identidad nacional y una amenaza para su bienestar. No puede pasarse por alto ni eludirse. Continuar la ocupación, ampliar los asentamientos en Cisjordania, asediar Gaza y negarse a cualquier compromiso territorial (o incluso a reconocer los derechos palestinos) no aportará al país una seguridad duradera.


			La infiltración de cientos de milicianos palestinos en territorio israelí y la superación de las vallas y muros que encerraban a 2,3 millones de palestinos en una cárcel a cielo abierto puso en evidencia las fallas de los aparatos de inteligencia israelíes, así como la incapacidad de las FDI para evitar un ataque a gran escala contra su propio territorio. En los días posteriores, el primer ministro Netanyahu fue acusado de haber infravalorado las alertas que le habían transmitido sus propios servicios de inteligencia, a lo que respondió en su cuenta de X: “Bajo ninguna circunstancia y en ningún momento se advirtió al primer ministro Netanyahu de las intenciones bélicas de Hamás. Al contrario, la valoración de los aparatos de seguridad, incluidos el jefe de la inteligencia militar y el jefe del Shin Bet, era que Hamás estaba disuadido y pretendía buscar un acuerdo”. Un post que se vio obligado a borrar a las pocas horas en su intento frustrado de desplazar la responsabilidad al ejército y servicio de inteligencia. El apoyo a la gestión de Netanyahu se desmoronó en las semanas siguientes del ataque. Una encuesta del Israeli Voice Index, desarrollada entre el 5 y el 6 de noviembre, mostró que el 61,4 por ciento de la población israelí consideraba negativo el desempeño del primer ministro tras el ataque del 7-O.


			Desde entonces, la credibilidad de Netanyahu está bajo mínimos y las protestas han vuelto a las calles. Numerosos analistas interpretan que la única vía posible para permanecer en el poder es precisamente prolongar la guerra de manera indefinida con la esperanza de ganar tiempo y que una derrota de Hamás le permita recuperar la credibilidad perdida. En este sentido, debemos recordar que, una vez que termine la guerra, Netanyahu no solo deberá responder a las acusaciones por corrupción, fraude y abuso de confianza que tiene pendientes desde hace varios años, sino también tendrá que hacer frente a la investigación que delimitará las responsabilidades de los principales dirigentes políticos y militares israelíes en el 7-O. A modo de precedente, se debe tener en cuenta que los errores cometidos en la guerra de Yom Kippur en 1973 costaron el puesto a la primera ministra Golda Meir. Por lo tanto, no puede descartarse que, en el futuro, Netanyahu pueda seguir este mismo camino, lo que podría acarrear el fin de su carrera política.


			Cuatro días después del 7-O se anunció el establecimiento de un gabinete de guerra formado por cinco personas: el primer ministro Netanyahu, el ministro de Defensa y general Yoav Galant (exjefe del Estado Mayor que dirigió las campañas militares contra Gaza en 2006 y 2008), el líder de la oposición y general Benny Gantz (exjefe del Estado Mayor entre 2011 y 2015, y líder del opositor Partido de la Unión Nacional), el diputado del Likud y general Gadi Eisenkot (exjefe del Estado Mayor entre 2015 y 2019, y ministro sin cartera del gabinete Netanyahu) y Ron Dermer (exembajador en Washington durante el periodo 2013-2021 y ministro de Asuntos Estratégicos y Diplomacia Pública desde 2022). El opositor Yair Lapid, líder del centrista Yesh Atid, rehusó participar en este minigabinete mientras no dimitieran los ministros radicales Itamar Ben Gvir y Bezalel Smotrich, cabezas de las formaciones supremacistas y mesiánicas Poder Judío y Sionismo Religioso.


			La principal incógnita del 7-O es cómo pudo desarrollarse un ataque de dicha envergadura sin el conocimiento previo de los servicios de inteligencia israelíes. Un artículo publicado el 30 de noviembre de 2023 por The New York Times señaló que los responsables militares y de inteligencia israelíes disponían, desde hacía varios meses, de un detallado informe de 40 páginas sobre un posible ataque de Hamás, que recogía, de manera pormenorizada, el plan que posteriormente se llevaría a la práctica: el masivo lanzamiento de cohetes, el empleo de drones para desactivar las cámaras de vigilancia y la invasión terrestre del territorio israelí, así como el empleo de parapentes y motocicletas para atravesar la frontera. Ronen Bergman y Adam Goldman, autores del artículo, consideraron que “el plan describía un asalto metódico diseñado para desbordar las fortificaciones que rodean la Franja de Gaza, tomar ciudades israelíes y asaltar bases militares claves, incluido un cuartel general. De hecho, Hamás siguió el plan con una precisión asombrosa”. También los servicios de inteligencia estadounidenses y egipcios habrían advertido en varias ocasiones de la inminencia del ataque, aunque sin que Israel adoptase ninguna medida al respecto, lo que no deja de causar perplejidad. Según el artículo, dicha información fue de­­sestimada por los responsables israelíes al considerar que Hamás no disponía de los suficientes recursos y tampoco estaba interesado en una escalada militar con Israel.


			Inmediatamente después del ataque, el Gobierno israelí invocó su derecho a la autodefensa, siguiendo la máxima del “ojo por ojo, diente por diente”, y anunció su intención de emprender una vasta ofensiva militar contra la Franja de Gaza para destruir las capacidades militares y gubernamentales de Hamás e impedir que un nuevo 7-O tuviera lugar en el futuro. Este planteamiento fue aceptado de manera acrítica por la mayor parte de los líderes occidentales. El apoyo unánime a Israel fue interpretado por las autoridades israelíes como una luz verde para lanzar un ataque sin precedentes. En consecuencia, Yoav Galant, ministro de Defensa, decretó “un completo asedio de la Franja de Gaza en el que no habrá electricidad ni alimentos ni combustible porque estamos luchando contra animales humanos y actuaremos en consecuencia”. En las semanas siguientes quedó en evidencia que el objetivo del Gobierno israelí no era únicamente derrotar a Hamás, sino también destruir todas las infraestructuras civiles de la Franja de Gaza para hacerla del todo inhabitable para sus 2,3 millones de habitantes.


			Si bien es cierto que el artículo 51 de la Carta de la ONU reconoce “el derecho inmanente de legítima defensa, individual o colectiva, en caso de ataque armado contra un miembro de la ONU”, también lo es que señala que “las medidas tomadas por los miembros en ejercicio del derecho de legítima defensa serán comunicadas inmediatamente al Consejo de Seguridad y no afectarán en manera alguna la autoridad y responsabilidad del Consejo conforme a la presente Carta para ejercer en cualquier momento la acción que estime necesaria con el fin de mantener o restablecer la paz y la seguridad internacionales”. Como se han encargado de recordar numerosos juristas, el derecho a la legítima defensa solo asiste a un Estado en el caso de que sea atacado por otro Estado, pero no en el caso de que la potencia ocupante sea atacada desde el territorio que ocupa. De hecho, la propia Carta de la ONU recoge el derecho del pueblo ocupado a resistir la ocupación.


			Por otra parte, Israel está obligado a regirse también por la proporcionalidad en su respuesta. La ofensiva Espadas de Hierro contra Gaza ha provocado, hasta principios de abril de 2024 cuando se cerraron estas líneas, un total de 33.000 muertes y 75.000 heridos (el 70 por ciento de ellos mujeres y niños), lo que supera el 5 por ciento de los habitantes de la Franja de Gaza, así como miles de desaparecidos que no han podido ser localizados y que habrían resultado muertos en el curso de los bombardeos. Este deber de proporcionalidad está recogido en el artículo 57 sobre “Precauciones en caso de agresión” del protocolo adicional de los Convenios de Ginebra de 1949, que señala: “En la conducción de operaciones militares, se tendrá cuidado constante de preservar a la población civil, las personas civiles y los bienes de carácter civil”.


			No parece que las FDI hayan tenido en cuenta este deber de proporcionalidad recogido por los convenios internacionales que regulan el desarrollo de las guerras. El hecho de que, en los primeros seis meses de la ofensiva Espadas de Hierro, hayan resultado muertos o heridos más de 108.000 personas evidencia la absoluta desproporción de los ataques israelíes, que no distinguen entre objetivos civiles y militares. Precisamente este es el objetivo de la denominada Doctrina Dahiye que se está aplicando sobre el terreno, destinada a causar un daño completamente desproporcionado a quienes ataquen a Israel y que se basa en la premisa de no diferenciar entre objetivos militares y civiles. Debe su nombre a la destrucción en 2006 de un barrio al sur de Beirut, feudo de la milicia chií libanesa Hezbolá. Como señaló en su día Gadi Eisenkot, entonces jefe del Estado Mayor y hoy miembro del gabinete de guerra: “Lo que ocurrió en el barrio de Dahiye ocurrirá en todos los pueblos desde los que se dispare a Israel. Aplicaremos sobre ella una fuerza desproporcionada y causaremos allí grandes daños y destrucción. Desde nuestro punto de vista, no se trata de aldeas civiles, sino de bases militares. Esto no es una recomendación: es un plan”.


			Esta misma doctrina fue invocada para golpear numerosos objetivos civiles en la Franja de Gaza durante la ofensiva desencadenada tras el 7-O. Por ejemplo, la aviación israelí destruyó sin ninguna advertencia previa el 25 de diciembre el edificio al-Tay de 12 pisos en la ciudad de Gaza, lo que provocó más de un centenar de víctimas. Otro tanto ocurrió una semana más tarde, cuando un edificio de ocho pisos llamado al-Muhandisin fue atacado también sin previo aviso con una altísima tasa de muertos y desaparecidos. Según el periodista y activista israelí Yuval Abraham, el ataque sobre este tipo de objetivos “tiene como principal objetivo golpear a la sociedad civil palestina: crear una conmoción que, entre otras cosas, lleve a los civiles a presionar a Hamás” (2023).


			El desplazamiento forzoso de 1,9 millones de palestinos durante la ofensiva israelí contra la Franja de Gaza fue vendido en una inmensa campaña de relaciones públicas como una acción humanitaria y como un gesto para limitar los daños y no provocar víctimas civiles. No debemos olvidar, en este sentido, que las FDI suelen presentarse como “el ejército más moral del mundo”, lo que deja en evidencia el abismo existente entre la autopercepción que tiene Israel de sí mismo y la imagen real, que no puede ser más distante. Los habitantes de la ciudad de Gaza y de las zonas norteñas como Jabalia o Beit Lahiya fueron conminados a abandonar sus hogares por medio del lanzamiento de pasquines y mensajes de texto en sus móviles, acciones que, según la narrativa oficial israelí, pretendían reducir el número de víctimas. La realidad no podía ser más distinta, ya que la mayor parte de los edificios e infraestructuras civiles fueron completamente destruidos para impedir el retorno de la población y convertir a vastas zonas de la Franja en inhabitables. Esta misma rutina se repitió para desalojar después las zonas centrales de Deir al-Balah o los campamentos de Nuseirat, al-Bureij y al-Magazi y conminar a la población a dirigirse a las ciudades de Khan Yunis primero y de Rafah después, donde tradicionalmente residían unas 300.000 personas y han llegado a refugiarse un millón y medio, es decir, cinco veces más de sus habitantes originales.


			En el curso de la ofensiva contra la Franja de Gaza, las fuer­­zas israelíes han atacado de manera sistemática infraestructuras civiles destruyendo redes de saneamiento, centrales eléctricas, carreteras, campos de cultivo, hospitales, escuelas, universidades, mezquitas, iglesias, edificios administrativos y campamentos de refugiados, todo ello con el propósito de hacer inhabitable la Franja de Gaza. Esta destrucción ha sido acompañada por un éxodo sin precedentes en la región debido al desplazamiento forzoso de 1,9 millones de personas de sus hogares: el 90 por ciento de los habitantes de la Franja, en lo que es un ataque completamente desproporcionado en el que se han infringido todas las leyes de guerra y se ha violado, de manera sistemática, el derecho internacional y el derecho internacional humanitario. En total, el número de desplazados forzosos casi triplica el de los que tuvieron que abandonar sus hogares en el curso de la Nakba de 1948: unas 750.000 personas. A pesar de este elevado número de víctimas, una encuesta de The Peace Index de noviembre de 2023, realizada por la Universidad de Tel Aviv, señalaba que un 57,5 por ciento de los encuestados judíos interpretaba que las FDI estaban empleando demasiado poca energía en atacar Gaza (Gordon, 2023).


			Desde el 7-O, numerosos dirigentes israelíes y la inmensa mayoría de los medios de comunicación han recurrido a la deshumanización de los palestinos comparando a Hamás con el grupo yihadista Dáesh (las siglas en árabe del autodenominado Estado Islámico) o, peor aún, con el ejército nazi. Isaac Kroizer, diputado de Poder Judío, señaló: “La Franja de Gaza debe ser borrada del mapa para enviar un mensaje claro a nuestros enemigos; junto con este objetivo, también debemos traer de vuelta a nuestros rehenes. No hay inocentes en la Franja de Gaza, no todos los que entraron a violarnos y masacrarnos iban armados con cintas en la cabeza de Hamás, algunos eran civiles. Son nazis y hay una sentencia para los nazis: la muerte”. Por su parte, el presidente israelí, Isaac Herzog, responsabilizó a toda la población de Gaza del ataque del 7-O al señalar el 12 de octubre: “Hay una nación entera que es responsable. Que los civiles no estaban al tanto, no estaban informados de lo que iba a pasar, es completamente falso”.


			Esta deshumanización no es, en absoluto, novedosa, sino que es una de las señas de identidad del movimiento sionista, que comparte con el colonialismo europeo su carácter supremacista y racista. Como señala Itxaso Domínguez de Olazábal en su libro Palestina. Ocupación, colonización y segregación, uno de los pilares del proyecto colonial sionista presenta “la eliminación del nativo, una eliminación y violencia estructural que adopta formas tanto corpóreas como no corpóreas, desde la limpieza étnica hasta la deshumanización o negación de la existencia y dignidad del pueblo palestino, pasando por su explotación” (2022: 31).


			Tras el 7-O, Netanyahu adoptó como objetivo la destrucción de Hamás, la eliminación de sus máximos dirigentes y la liberación de los rehenes. En una conferencia de prensa el 11 de marzo, el primer ministro señaló que la guerra se mantendría hasta que “Hamás haya sido eliminado y Gaza sea desmilitarizada y no represente una amenaza para Israel. Las FDI mantendrán su control de seguridad sobre Gaza para prevenir el terror”. También se mostró contrario al retorno de la Autoridad Palestina a Gaza:
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